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I. Introducción

Sin desconocer la implementación de competencias en materias 
coincidentes (concurrentes)1 dentro de los más avanzados mo-
delos federalistas cooperativos, el auténtico federalismo en ma-
teria fiscal exige como condición necesaria que cada uno de los 
Estados tenga la posibilidad de regular, organizar y sancionar sus 
procesos locales de recaudación, conforme a su propia normati-
va, singular contexto, necesidades específicas y autoridades com-
petentes. Así, valorando posibles ajustes al modelo establecido 

* 	 Miembro del IIDC-Sección México
1	 Si bien en la literatura mexicana se alude a la concurrencia, se estima que 

en estricto sentido la figura aplicable es de coincidencia, en tanto que la 
concurrencia implica competencias de la federación que ante su no ejer-
cicio pueden temporalmente ejercer los estados, siempre que no les estén 
prohibidas ni impliquen intereses nacionales.
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sobre la materia en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (CPEUM o Constitución), se hace necesario actuali-
zar y aplicar en la especie el imprescindible reconocimiento al 
pluralismo inherente al régimen federalista: unidad en la diver-
sidad.    

En ese sentido, el federalismo fiscal representa sin duda una 
asignatura prioritaria e imprescindible en la agenda de nuestro 
constitucionalismo. En el México actual se hace indispensable re-
plantear con claridad y precisión esta decisión fundamental, no 
solo de índole económico-financiera sino también política y jurí-
dica, tendente a proveer de mayor justicia, eficiencia y cohesión 
a la Unión. De hecho, se sugiere asumir una visión más amplia 
e integral que no solo se constriña a la materia fiscal en estricto 
sentido, para abarcar una visión genérica de alcance hacendario 
e incluso financiero del Estado.2

II. Notas sobre el modelo fiscal vigente

Si bien en el Estado federal mexicano conviven distintos ám-
bitos de competencia, en principio: federal, local y municipal,3 

2	 Conforme precisa Sergio Francisco de la Garza, el ámbito hacendario no 
se limita a los tributos propios de tipo fiscal (impuestos, derechos o tasas 
y contribuciones especiales) pues incluye otras modalidades de obtención 
de caudales por la vía del crédito público, las obligaciones y los empréstitos 
(deuda pública); en tanto que el universo financiero del Estado compren-
de los tres grandes momentos o fases del proceso integral de los recursos 
públicos: obtención de ingresos (Derecho Fiscal); gestión y administración 
(Derecho Patrimonial); erogación y gasto (Derecho Presupuestario). Cfr. 
De la Garza, Sergio Francisco, op. cit., pp. 17-20.

3	 Sobre esta diversidad de esferas competenciales coexistentes en el federa-
lismo mexicano se habla de hasta cinco órdenes conforme a los criterios 
establecidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN): federal, 
local, de la Ciudad de México, municipal y constitucional. Cfr. Arenas Bá-
tiz, Carlos Emilio, “Por un federalismo judicial sin violaciones ‘indirectas’ 
a la Constitución”, en Perspectivas actuales del federalismo mexicano: leyes, 
políticas públicas y entorno social (José María Serna de la Garza. Coordina-
dor), México, IIJ-UNAM, 2022, pp. 177 y 178. El referido autor señala “[…] 
en México la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha identifica-
do cuatro y hasta cinco ámbitos normativos u órdenes de gobierno: 1) El 
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para efectos de la presente colaboración únicamente se aludirá al 
régimen competencial existente entre los dos primeros (Federa-
ción y Estados). De igual manera, específicamente se alude a los 
Estados y no a la Ciudad de México, que no obstante ser también 
una entidad federativa, mantiene una condición sui géneris y di-
ferenciada en su condición de ciudad capital (sede de los Poderes 
de la Unión y Capital de los Estados Unidos Mexicanos).4   

Conforme al texto de la Constitución, el modelo vigente en 
materia hacendaria implica un sistema complejo y se compone 
primordialmente de 3 grandes vertientes: i) Coincidencia de Fe-
deración y Estados en la mayoría de materias gravables, en térmi-
nos de los artículos 73, fracción VII y 124; ii) Facultades exclu-
sivas de la Federación previstas preferentemente en el artículo 
73, fracción XXIX —está a debate considerar también la fracción 
X—, y iii) Prohibiciones expresas a los Estados conforme a los 
artículos 117 y 118.5

Una primera y obligada observación a dicho modelo cons-
titucional radica en que, con excepción de ciertas precisiones 
como las contenidas en los anteriores incisos ii) y iii), existe en 
México un modelo de coincidencia de la Federación y los Estados 
en materia fiscal. Para destacados especialistas, esta trascendente 

orden normativo local, que es el origen teórico-histórico de los otros. 2) 
El orden normativo federal, integrado por atribuciones delegadas por los 
estados, pero solo aplicable a las materias federales. 3) El orden normativo 
de la Ciudad de México (CDMX), sede de los poderes federales. 4) El orden 
normativo municipal, delimitado por el artículo 115 constitucional. 5) El 
orden normativo constitucional, que es el fundamento jurídico de los ante-
riores y que tiene una vigencia nacional y suprema.”.

4	 Artículo 44 de la Constitución.
5	 Así lo ha sentado la SCJN en diversos criterios. Cfr. De la Garza, Sergio 

Francisco, “Estado actual del Poder Tributario Federal”, Derecho Financiero 
Mexicano, México, Porrúa, 1988, pp. 221-226. Asimismo, Cfr. Serna de la 
Garza, José María, “Aspectos constitucionales del federalismo fiscal mexi-
cano”, El sistema federal mexicano. Un análisis jurídico, México, IIJ/UNAM, 
2008, pp. 214-216, quien al respecto cita las tesis de rubro: Facultad impo-
sitiva de la federación y los estado (amparo en revisión 310/53); impues-
tos. Sistema constitucional en materia de (amparo en revisión 1568/65), e 
impuestos. Sistema constitucional referido a la materia fiscal. Competencia 
entre la federación y las entidades federativas para decretarlos (amparo en 
revisión 3368/65).
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decisión del Constituyente originario siguió el sistema adoptado 
en los Estados Unidos de América que deliberadamente evitó de-
finir las competencias expresas y específicas que corresponde-
rían a la Federación y a los Estados en tan delicadas atribuciones 
tributarias. Esto es, en vez de optar por un modelo constitucional 
que desde un inicio definiera en forma explícita y diferenciada 
las atribuciones fiscales para uno y otro ámbito de competencias 
(federal y local), se optó por un modelo de coincidencia donde 
ambas esferas pueden incidir sobre una misma fuente impositiva 
para cubrir sus respectivos presupuestos.6       

En relación con lo anterior, el mencionado marco constitu-
cional presenta serias ambigüedades, imprecisiones y retos in-
terpretativos que impactan los ámbitos fiscal, hacendario y finan-
ciero del Estado mexicano, por ejemplo: definir si en las citadas 
fracciones VII y X del artículo 73 constitucional, respectivamen-
te, se otorgan atribuciones ilimitadas a la Federación para fijar 
todos los impuestos que estime necesarios para cubrir los gastos 
federales, y si el hecho de legislar sobre ciertas materias también 
incluye el poder de gravarlas.7   

Durante las primeras décadas del siglo pasado, dicho modelo 
generó incertidumbre, problemas técnicos y fenómenos de doble 
o múltiple tributación.8 Estos tópicos propiciaron la celebración 

6	 Cfr. Flores Zavala, Ernesto, “El problema de la concurrencia de impuestos 
en la República Mexicana”, Elementos de Finanzas Públicas Mexicanas, Mé-
xico, Porrúa, 1984, pp. 363-364.

7	 En las referidas disposiciones constitucionales se señala lo siguiente: “Ar-
tículo 73. El Congreso tiene facultad: […] VII. Para imponer las contribu-
ciones necesarias a cubrir el Presupuesto; […] X. Para legislar en toda la 
República sobre hidrocarburos, minería, sustancias químicas, explosivos, 
pirotecnia, industria cinematográfica, comercio, juegos con apuestas y sor-
teos, intermediación y servicios financieros, energía eléctrica y nuclear y 
para expedir las leyes del trabajo reglamentarias del artículo 123.”

8	 “La doble imposición se presenta cuando una misma fuente es gravada con 
dos o más impuestos, ya los establezca una misma entidad, o bien porque 
concurran en esa fuente dos o más entidades diversas.”, “[…] El problema 
de la doble imposición se puede presentar bajo los siguientes aspectos: […]” 
“3°. Cuando en los Estados Federales gravan la misma fuente la Federación 
y los Estados que la integran.”, “En los Estados Federales y concretamente 
en los Estados Unidos Mexicanos, se presenta la doble imposición porque 
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de distintas convenciones nacionales en que participaron -entre 
otros- representantes de órganos de gobierno y legislativos de 
orden federal, estatal y municipal, con el propósito de resolver 
esos retos. Como resultado de tales reuniones nacionales surgió, 
en suma, un sistema nacional de coordinación fiscal.9        

De esta manera, a través de disposiciones legales y convenios 
identificados con el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, los 
Estados delegaron a la Federación buena parte de sus atribucio-
nes impositivas,10 lo cual ha llevado a un modelo recaudatorio 

concurren, gravando la misma fuente, tres entidades que tienen capacidad 
para cobrar impuestos, es decir, tres sujetos activos que son: la Federación, 
los Estados y los Municipios; los dos primeros tienen órganos legislativos 
con el poder suficiente para establecer los impuestos que estimen nece-
sarios para cubrir su presupuesto y solo los Municipios dependen de las 
Legislaturas de los Estados que son las que fijan por medio de leyes los 
arbitrios municipales.” Cfr. Flores Zavala, Ernesto, “La doble tributación”, 
op. cit., pp. 331 y 363.

9	 Se trata, en concreto, de tres Convenciones Nacionales Fiscales celebra-
das en 1925, 1932 y 1947, siendo presidentes de la República, respectiva-
mente, Plutarco Elías Calles, Pascual Ortiz Rubio y Miguel Alemán Valdés. 
Como corolario de dichos trabajos se puede citar la expedición de la Ley de 
Coordinación Fiscal entre la Federación y los Estados de 1953 (sustituida 
posteriormente por la Ley de Coordinación Fiscal de 1978). Idem, pp. 374-
397. Asimismo, Cfr. Rhi Sausi G., María José y Ávila Peña, Marco Antonio, 
“Diseño constitucional y sistema tributario: un recorrido por el siglo XX”, 
Cien ensayos para el Centenario, Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, México, IIJ/UNAM-Instituto Belisario Domínguez/Senado de 
la República LXIII Legislatura, 2017, t. 3. Estudios económicos y sociales, 
pp. 307-322.

10	 Uno de los ejemplos más desarrollados, complejos y técnicos en materia de 
coordinación es precisamente el existente en el ámbito fiscal. Dicha coor-
dinación se encuentra prevista en una ley (Ley de Coordinación Fiscal) y 
se debe concretar en un convenio publicado tanto en el Diario Oficial de 
la Federación como en el órgano oficial local, donde consten la anuencia 
de las partes y los términos del acuerdo (en la especie, la Federación por 
conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y las entidades 
federativas). En suma, a través de la delegación por coordinación se tras-
ladan o transfieren atribuciones de un ámbito de competencia a otro, con 
la consecuencia de inhibir al órgano delegante y habilitar al órgano delega-
do en su ejercicio. Cfr. Roldán Xopa, José, “Leyes de coordinación” y “La 
delegación entre órdenes jurídicos distintos (coordinación)”, en Derecho 
Administrativo, México, Oxford University Press, pp. 107 y 194-196.
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marcadamente centralizado, que desconstitucionalizó11 la figura 
de coincidencia en materia tributaria e inhibió a los Estados para 
la obtención de ingresos propios;12 lo anterior, reforzado con un 
rígido control del gasto a través del carácter etiquetado de apor-
taciones federales y la subsecuente revisión de la cuenta pública, 
donde los Estados son fiscalizados por la federación sobre el uso 
y destino de los recursos federales recibidos.   

Adicionalmente, podemos destacar dos importantes esfuerzos 
que tuvieron como objetivo replantear nuestro federalismo fiscal: 
a) El Programa para un Nuevo Federalismo 1995-2000 inserto en 
el Plan Nacional de Desarrollo de ese mismo periodo, que tuvo 
como propósito fortalecer la autonomía financiera de los Estados 
mediante el traslado a estos de funciones federales en distintos 
sectores, incluidos la atribución de determinar su financiamien-
to y política fiscal y los temas de gasto y deuda pública, a fin de 
transitar a un modelo de coordinación hacendaria con el perfec-
cionamiento y homologación de los sistemas normativos federal y 
locales de contabilidad, información, control y evaluación, y b) La 
Primera Convención Nacional Hacendaria del año 2004, que bajo 
un contexto republicano, democrático y participativo propició un 
diálogo entre los ámbitos federal, estatal y municipal sobre la im-
posición fiscal, el endeudamiento, el patrimonio público y las de-
más fuentes de financiamiento del gasto, cuyas recomendaciones 
fueron recogidas en el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012.13   

11	 Si bien, en principio, la distribución de competencias en un modelo federal 
debe estar previsto en el texto constitucional, ha ocurrido en la práctica que 
tratándose de materias coincidentes es el legislador federal el que a través de 
leyes ordinarias determina dicha distribución y redistribución de atribucio-
nes, de tal manera que la propia Federación ha asumido progresivamente tan 
delicada tarea de índole constitucional, esto es, la desconstitucionalización de 
la definición del régimen competencial. Un claro ejemplo de ello ocurre, sin 
duda, con el federalismo fiscal que nos ocupa. Cfr. Mejía Garza, Raúl Manuel 
y Rojas Zamudio, Laura Patricia, “La progresiva desconstitucionalización de 
la fórmula de distribución de facultades. De la residualidad a las leyes genera-
les”, Federalismo(s). El rompecabezas actual, México, FCE, 2018, pp. 83-89.

12	 Ejemplos de ello son el Impuesto sobre la Renta -ISR- y el Impuesto al Valor 
Agregado -IVA)-; fijados, recaudados y administrados por la Federación no 
obstante que la Constitución no le confiere exclusividad en dichas materias.

13	 Cfr. Chapoy Bonifaz, Dolores Beatriz, Devolución de facultades hacendarias, 
México, IIJ-UNAM, 2012, pp. 131-268 y 269-396. Según precisa la autora, 
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En nuestro federalismo fiscal existen dos figuras relevantes: 
a) las participaciones previstas en el citado artículo 73, fracción 
XXIX, último párrafo, de la CPEUM, a través de las cuales los Es-
tados o la Federación reciben un aprovechamiento proporcional 
del producto recaudado por uno u otro de dichos ámbitos com-
petenciales, de tal manera que el hecho de que la Federación o los 
Estados operen la recaudación de ingresos no implica que solo 
esa esfera de competencia se beneficie de los mismos,14 y b) las 
aportaciones, reguladas en la legislación de coordinación fiscal, 
como aquellos recursos que la Federación transfiere a los Estados 
con la condición de que estos sean erogados en ciertas materias y 
para determinados objetivos fijados por la propia Federación, por 
ejemplo, en áreas de salud, educación, seguridad pública, fortale-
cimiento municipal, etcétera.15      

Sin embargo, las participaciones y aportaciones no son la 
solución al problema de fondo, pues siguen respondiendo a un 
modelo que priva de autonomía fiscal y económica a los Estados, 

bajo un contexto de colaboración y coordinación intergubernamentales 
se abordaron los siguientes temas: gasto público (presupuesto y reasigna-
ción de competencias); ingresos (redistribución de potestades tributarias, 
fortalecimiento de las finanzas públicas y simplificación de la normativa 
fiscal); deuda pública (financiamiento, banca de desarrollo y sistema de 
pensiones); patrimonio público; modernización y simplificación de la ad-
ministración hacendaria; transparencia de la gestión pública (fiscalización 
y rendición de cuentas). En su Declaratoria final se identificó como objeti-
vo impostergable “[…] la construcción de un sistema nacional de haciendas 
públicas, elemento central del federalismo al que se tendía: cooperativo, 
diferencial, gradual y participativo, sustentado en los principios de equi-
dad, corresponsabilidad, solidaridad, subsidiariedad y participación ciuda-
dana.” Idem. p. 390.

14	 Las participaciones se insertan en un contexto tendente a compartir y op-
timizar los esfuerzos y beneficios derivados de la colaboración entre las es-
feras competenciales del pacto federal, habiendo surgido como una de las 
conclusiones de la Primera Convención Nacional Fiscal de 1925 y retoma-
da posteriormente en las reformas a las fracciones X y XXIX del artículo 
73 de la CPEUM de 1934 y 1946, respectivamente. Cfr. Serna de la Garza, 
José María, op. cit., pp. 190-193.

15	 Conforme a datos estadísticos, las participaciones y las aportaciones fede-
rales suelen ser significativamente mayores a los ingresos propios de los 
Estados y, a su vez, las aportaciones rebasan cuantitativamente a las parti-
cipaciones. Ibidem, pp. 205-206.
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haciéndolos en mayor o menor grado dependientes de la Federa-
ción. Si bien las participaciones y aportaciones tienen un aspecto 
positivo que privilegia la colaboración en la unión, solo deben 
existir como figuras de complemento y equilibrio, mas no como 
ejes torales de un modelo recaudatorio que —como ocurre en 
México— lastima la independencia de los Estados y fortalece su 
subordinación respecto del centro.

Por tanto, se reitera, a través del referido modelo fiscal de 
coordinación se ha implantado en realidad un mecanismo noto-
riamente centralizado, que si bien en su momento atendió otros 
propósitos legítimos y necesarios de disciplina fiscal, orden y 
eliminación de la doble o múltiple tributación (de no menor im-
portancia), e incluso permitió que el gobierno federal empren-
diera grandes proyectos nacionales de la época,16 actualmente 
representa uno de los mayores pendientes para consolidar un 
verdadero, equilibrado y eficiente federalismo tributario, capaz 
de generar la suficiencia recaudatoria que permita atender el cre-
cimiento del gasto local y nacional.17 

16	 Cfr. Suárez Dávila, Francisco, “La política financiera en el marco de la rec-
toría del Estado y la economía mixta”, La Constitución Mexicana: rectoría 
del Estado y Economía mixta, México, Editorial Porrúa-IIJ/UNAM, 1985, pp. 
249-258.

17	 Sobre el particular, por ejemplo, en el documento intitulado “Política Eco-
nómica Nacional”, Antonio Ortiz Mena señalaba al explicar la política fiscal 
que: “[…] Para que la política tributaria contribuya en los próximos años a 
redistribuir el ingreso nacional y a ampliar las fuentes de financiamiento 
no inflacionario que se requieren para atender las crecientes necesidades 
de obras y servicios públicos, debe responder a los principios siguientes: 
[…] h) Revisar los mecanismos conforme a los cuales se reparten los ingre-
sos fiscales entre la Federación, los Estados y los Municipios. La política 
tributaria del Gobierno Federal no puede privar a los Estados y Municipios 
de ingresos que legítimamente les corresponden y que con frecuencia son 
esenciales para mantenimiento de servicios públicos básicos.” Cfr. Ortiz 
Mena, Antonio, El desarrollo estabilizador: reflexiones sobre una época, Mé-
xico, El Colegio de México/Fondo de Cultura Económica, 2019, pp. 351-
352. Según narra el autor, dicho documento fue preparado por él mismo 
y entregado el 31 de agosto de 1958 al candidato a la Presidencia de la 
República Adolfo López Mateos como documento de Política Económica 
Nacional para el período de 1958 a 1964.
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III. Puntos conclusivos

A efecto de dar certeza, orden y estabilidad en este tema tan 
complejo y sensible de nuestro federalismo, se considera atendi-
ble ponderar el establecimiento expreso y con la mayor precisión 
posible en el texto constitucional de las atribuciones fiscales que 
corresponden a la Federación y a los Estados. Ya en 1936, den-
tro de la exposición de motivos de la iniciativa de reforma a los 
artículos 73, fracción X, y 131 de la CPEUM presentada por el 
presidente Lázaro Cárdenas, se planteaba fijar un modelo mixto 
de recaudación: por una parte delimitar los impuestos recauda-
bles por cada ámbito de competencia (Federación y Estados) y, 
por otra parte, prever la participación de una esfera de compe-
tencia respecto a lo recaudado por la otra y viceversa, acotando 
que “[…] Para fortalecer a los estados es necesario entregarles 
ingresos propios: participaciones y contribuciones exclusivas 
que les aseguren rendimientos regulares y bastantes a cambio de 
restringir la concurrencia tributaria, que es el efecto inmediato 
de la libre imposición y que provocan la improductividad de los 
gravámenes fiscales”.18   

Si bien en un contexto complementario y no toral de nuestro 
federalismo fiscal, se estima que al margen de su intervención en 
la función recaudatoria, un criterio para medir el nivel de partici-
paciones entre Federación y Estados respecto a los productos ob-
tenidos podría corresponder a la medida de sus necesidades o de 
las responsabilidades y tareas a su cargo, haciendo más útil y efi-
caz la aplicación de los recursos públicos en la atención eficiente 
de las tareas superiores y comunes del Estado, con equilibrio de 
intereses y necesidades locales y nacionales.

Entre otros, son dos los principales objetivos que deben guiar 
en México el fortalecimiento de un auténtico federalismo tribu-
tario: a) deconstruir el centralismo que se ha venido consolidan-
do, por lo menos, desde el siglo pasado, y b) revertir la histórica 
y constante baja recaudación fiscal. Ambos aspectos, se estima, 

18	 Cfr. De la Garza, Sergio Francisco, “El proyecto Cárdenas de 1936 para re-
formar la Constitución”, op. cit., pp. 217-218. Cabe precisar que dicha ini-
ciativa no prosperó, pero sin duda constituye un importante referente que 
amerita su análisis y consideración.
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se encuentran estrechamente relacionados y se condicionan en 
forma recíproca.19 

La devolución de atribuciones hacendarias a los Estados no 
necesariamente implica riesgos ni debilitamiento de las finanzas 
del Estado mexicano, lejos de ello, refrendaría el compromiso fe-
deralista de colaboración y cooperación de un modelo equilibra-
do que conjuga trabajos y responsabilidades en la obtención de 
su propia consolidación.20  

De existir cambios en el modelo fiscal, estos deben ser plani-
ficados, graduales y diferenciados. Esto es, debe partir del diálo-
go y la corresponsabilidad, operando a través de una transición 
normativa coordinada, blindada con la capacitación y dotación 
de equipamiento y tecnologías necesarias que permitan la con-
solidación del sistema fiscal nacional en su completitud, en equi-
librio y respeto a las condiciones particulares de cada Estado.21 

Asimismo se debe adoptar una visión integral, pues más allá 
del tema fiscal en estricto sentido es necesario considerar otros 
aspectos inherentes al mismo como la transparencia, la adminis-
tración de recursos, el endeudamiento y crédito públicos, el ejer-
cicio del gasto y la cuenta pública, lo cual implica otros apartados 
constitucionales como los artículos 73, fracción VIII, apartados 
3° y 4° (deuda pública), y 79, fracciones I y IV (fiscalización); así 
como otros ordenamientos legales como la Ley General del Siste-
ma Nacional Anticorrupción; Ley General de Responsabilidades 
Administrativas; Ley General de Contabilidad Gubernamental; 

19	 Cfr. Hernández Trillo, Fausto, “Sistema Tributario”, Cien ensayos para el 
Centenario, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, México, 
IIJ-UNAM-Instituto Belisario Domínguez/Senado de la República LXIII 
Legislatura, 2017, t. 3. Estudios económicos y sociales, pp. 197-216.

20	 Cfr. Chapoy Bonifaz, Dolores Beatriz, op. cit., pp. 125-126. Al respecto, la 
autora ofrece ejemplos estadísticos concretos de diversos países de “alto y 
mediano ingreso con buena gobernación” donde la restitución de funcio-
nes hacendarias a las entidades ha generado mejor gobierno, regularidad 
en los balances gubernamentales y fuerte consolidación fiscal.

21	 En particular, sobre la esencia de la descentralización de la vida nacional 
Cfr. Zorrilla Martínez, Pedro G., “Fortalecimiento de las autonomías y de-
mocracia política y administrativa”, Revista de Administración Pública, Mé-
xico, INAP, 1985, pp. 17 y ss.
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Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 
Municipios; Reglamento del Registro Público Único de Financia-
mientos y Obligaciones de Entidades Federativas y Municipios, y 
la Ley General de Mejora Regulatoria.    

Al respecto, además de la necesidad de cambiar estructural-
mente hacia un modelo fiscal más equilibrado entre federación 
y estados, existen diversos tópicos que bien podrían abonar gra-
dualmente a dicho objetivo, por ejemplo: a) la reinterpretación 
del artículo 73, fracción X (la atribución de regular no significa 
necesariamente la facultad única de gravar); b) una nueva iden-
tificación de las aportaciones (como recursos locales y no fede-
rales); c) una reinterpretación, lectura y aplicación distintas de 
figuras jurídicas como las competencias concurrentes propia-
mente dichas y las facultades implícitas en materia fiscal, y d) 
la limitación y/o supresión de leyes federales que inhiben a los 
Estados la recaudación en materias que no les son restringidas 
constitucionalmente.22     

Finalmente, retomando las profundas raíces sociológicas que 
sustentan un auténtico Estado federal, la redefinición de nuestro 
federalismo fiscal —y más aún— federalismo financiero (tributa-
rio, patrimonial y presupuestal), deberá guiarse por los valores 
democráticos que le caracterizan, tendentes a alcanzar los gran-
des fines nacionales encomendados a la Unión en equilibrio y 
respeto de los legítimos intereses locales de los Estados, con jus-
ticia y libertad. 

22	 Al respecto, Sergio Francisco de la Garza plantea que el Congreso de la 
Unión, como legislador ordinario, no puede imponer prohibiciones o limi-
taciones al poder fiscal de los Estados que no estén previstas en la Consti-
tución, pues tal práctica -refiriendo aquí a Flores Zavala y a Vallarta- vio-
la la soberanía de los mismos. Así, dice De la Garza, tales prohibiciones 
-que resultarían inconstitucionales- se han concretado en figuras como las 
exenciones creadas por el Congreso de la Unión a favor de organismos 
paraestatales y en perjuicio de los Estados (e incluso Municipios) que se 
ven impedidos como consecuencia de leyes federales para solicitar el pago 
no solo de impuestos sino de otro tipo de contribuciones respecto de las 
cuales no tendrían impedimento constitucional. Cfr. De la Garza, Sergio 
Francisco, “Inconstitucionalidad de limitaciones tributarias impuestas a 
los Estados por el legislador federal ordinario”, op. cit., pp. 235-236.
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| 58 

 Enrique Aguirre Saldívar




